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Rodríguez Casillas, Juez Ponente  
 

 

SENTENCIA  

  
En San Juan, Puerto Rico, a  29  de enero de 2016. 

 
Comparece ante este foro el señor José A. Fusté Pérez (señor 

Fusté Pérez o apelante).1 Nos solicita que revoquemos la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia de San Juan (TPI), el 

24 de septiembre de 2014 y notificada el 26 de septiembre del 

mismo año.  Mediante dicha Sentencia, el TPI desestimó con 

perjuicio, una demanda por daños y perjuicios presentada por el 

señor Fusté Pérez en contra de la Autoridad de Energía Eléctrica 

de Puerto Rico (AEE o apelada). 

Considerados los escritos de las partes, así como los 

documentos que los acompañan, a la luz del derecho aplicable se 

confirma la Sentencia recurrida.   

-I- 

El 10 de agosto de 2011, el señor Fusté Pérez presentó una 

demanda por daños y perjuicios, en la cual le reclamó a la AEE 

que resarciera los daños sufridos como consecuencia de una caída, 

                                                 
1 Se toma conocimiento de que el apelante es Juez Federal de Distrito de los 

Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico, por ser un hecho público y de 
conocimiento general en nuestra jurisdicción.  Véase Regla 201 de Evidencia, 32 

L.P.R.A. Ap. VI, R. 201. 
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causada por la negligencia de dicha entidad.  Arguyó que el 8 de 

marzo de 2011 sufrió una caída mientras caminaba por una acera 

paralela a la Avenida Ashford del sector Condado en San Juan, la 

cual queda adyacente al Hotel Condado Conrad.  Puntualizó que el 

incidente se debió a que tropezó con un gancho o argolla que 

sobresalía de una plancha de metal instalada sobre una apertura 

creada en la losa de hormigón, que es parte de acera, para dar 

acceso a facilidades soterradas del tendido eléctrico bajo el uso y 

administración de la AEE.  En ese sentido, argumentó que la AEE 

fue negligente al no darle el mantenimiento adecuado a la plancha 

de metal, lo cual provocó que el gancho o argolla -parte de la 

plancha de metal- quedara protuberante y elevada.  Indicó que el 

día de su accidente el referido gancho o argolla ocasionó que se 

tropezara, se desbalanceara y cayera al suelo de forma horizontal. 

Alegó que dicha caída le produjo al instante raspaduras, 

hematomas y una lesión que agravó y acreció una condición previa 

que padecía en la parte espinal cervical y torácico. 

El 14 de octubre de 2011 la Investigadora de Asuntos 

Jurídicos de la AEE, la Sra. Violeta Vázquez Báez, rindió un 

informe de investigación a la División de Litigación de la AEE con 

relación al incidente eje de la controversia.  En dicho informe la 

funcionaria, al referirse a la tapa de metal en controversia, expresó 

que: “el registro pertenece a la Autoridad de Energía eléctrica y tiene 

dos tomas”.2 Del referido informe surge, que la inspección interna 

del registro, que identifica a quien realmente pertenece la tapa en 

controversia, la realizó personal del área Técnica de Guaynabo, 

bajo la supervisión de Luis Catinchi Laborda.3 

El 9 de noviembre de 2011 la AEE presentó su Contestación 

a Demanda, en la cual, originalmente, aceptó la titularidad de la 

                                                 
2 Véase apéndice del recurso, pág. 304. 
3 Véase apéndice del recurso, pág. 304. 
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plancha de metal; negó la responsabilidad alguna en relación a los 

hechos expuestos por el apelante y presentó varias defensas 

afirmativas.  No obstante, el 3 de julio de 2013, enmendó su 

contestación, pues en la etapa de descubrimiento de prueba advino 

en conocimiento que ni la plancha de metal ni el registro le 

pertenecían.  Por lo que, negó la titularidad de la plancha de metal, 

alegó en la afirmativa que no tenía responsabilidad sobre el área 

donde ocurrió la caída del demandante y por ende negó la 

existencia de relación causal entre los daños reclamados y la 

negligencia imputada. 

Llegada la fecha del juicio, el apelante compareció 

representado por los licenciados Jorge de la Cruz Skerret y Mary N. 

Santiago Rolán. La parte apelada fue representada por la 

licenciada Pamela González Robinson.  Por la parte apelante 

comparecieron como testigos el Ing. Rafael Cruz Román, los 

doctores  Gustavo Vázquez Hernández, Radamés Sierra-Zorita, 

José R. Carlo y su perito el Dr. Rafael Seín Siaca.  Por su parte, la 

AEE presentó el testimonio de la Sra. Violeta Vázquez Báez, el Sr. 

Luis Catinchi Laborda y su perito, el Ing. Víctor Pérez, mientras 

que el testimonio del agrimensor Marcos Sevilla, de la Oficina de 

Tasación de Bienes Inmuebles de la AEE, fue estipulado por las 

partes.  Junto con la prueba testifical, ambas partes presentaron 

abundante prueba documental, la cual fue aquilatada por el TPI 

para emitir su dictamen, una vez las partes dieron por sometido el 

caso el 7 de agosto de 2014.  

El 24 de septiembre de 2014, el TPI dictó la Sentencia 

apelada. Allí, realizó las siguientes determinaciones de hechos en 

la que se destacan: 

 El demandante [apelante] describió la condición de las 
tapas de la AEE ubicadas en las aceras de la avenida 
Ashford como “deplorables”; “desastrosas”; que tienen 
montones de losetas levantadas; y que hay hoyos 
creados por las losetas y no los han reparado.  Sin 
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embargo, admitió no haber notificado a la AEE ni a 
ninguna agencia gubernamental de las alegadas 
condiciones deplorables en que se encontraban dichas 
tapas antes ni después de la caída. 

 Al momento del accidente el demandante [apelante] no 
sabía ni pensó que la tapa en la que tropezó pertenecía 
a la AEE.  Posteriormente dedujo que era de la AEE 
porque algunas tapas en el área estaban soldadas con 
rotulación indicando las siglas “AEE”. 

 La plancha de metal en la que alega haberse caído el 
demandante [apelante] está incrustada en una losa de 
hormigón que es parte de la acera y es la tapa de un 
registro que contiene tomas para dar acceso al sistema 
eléctrico soterrado. La misma tiene espacios para cuatro 
argollas que están posicionadas paralelas al Edificio 
Regency y se utilizan para poder levantar la tapa y tener 
acceso al interior del registro.  La plancha no tenía 

identificación o distintivo alguno de su dueño. 

 Un registro es una estructura soterrada que tiene cuatro 
paredes de hormigón.  Tiene facilidades de acceso de 
cables eléctricos y está cubierto con una tapa de acero. 

 El “manhole” es una estructura más grande que un 
registro, por donde discurren las líneas de distribución 
primaria, también conocidas como alimentador o troncal 
principal.  Contiene dispositivos de conexión y 
desconexión y equipos de protección de los conductores 
y tomas soterradas que allí se conectan. 

 Las estructuras de “manhole” y registros tienen tapas 
metálicas que dan acceso a ellas,  las tapas de la AEE 
están identificadas en su superficie.  El diseño y 
construcción de los “manholes” y registros, incluyendo 
sus tapas, están especificados y codificados en los 
patrones. 

 El propósito del registro objeto de la demanda es dar 
acceso a las tomas primarias soterradas en su corrida o 
extensión hacia la subestación que cada una sirve.  
Contiene dos tomas soterradas primarias, una de las 
cuales da servicio al Hotel Condado Conrad (Condado 
Plaza).  Las referidas tomas provienen del “manhole” 23 
al lado Sur de la Avenida Ashford. 

 El “manhole” 23 se encuentra al lado Sur de la avenida 
Ashford, en la acera contraria al lugar donde el 
demandante [apelante] se cayó  Éste es el punto de 
conexión entre las tomas soterradas del Hotel Regency y 
el Hotel Condado Plaza y la línea de distribución 
primaria de la AEE, energizada con 13,200 voltios.  El 
mismo está identificado con las letras AEE MH23 en 
soldadura al relieve. 

 El registro al lado Norte de la Avenida Ashford, donde 
ocurrió la caída del demandante [apelante], no tiene 
marcas que indiquen que pertenece a la AEE. 

 La parte demandante [apelante] presentó como prueba 
pericial el testimonio del ingeniero Rafael Cruz Román. 

 El ingeniero Cruz Román testificó que realizó cuatro 
inspecciones oculares del lugar de la caída; que vio un 
sinnúmero de “manholes” y registros, incluyendo el 
“manhole” 23; que dicho “manhole” no es el alimentador 
principal y que todos los circuitos no están rotulados.  
Manifestó que la tapa del registro es infraestructura de 
la AEE en el espacio público.  Concluyó que la tapa del 
registro donde tropezó el demandante es propiedad de la 
AEE. 

 Basó su conclusión en las siguientes razones: 
a.  El informe de investigación de la Sra. Violeta 
Vázquez que dice que la tapa es de la AEE; 
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b.  su opinión de que un registro privado no 
puede estar en el espacio público; […]. 

 El ingeniero Cruz Román no tomó en consideración la 
definición de Punto de Entrega según los reglamentos de 
la AEE desde el año 1959 ni su localización física en 
este caso, para establecer la titularidad del Registro.  
Tampoco consideró las cláusulas de los contratos de 
suministro de energía eléctrica del Hotel Regency y Hotel 
Condado Plazo conectados a esas tomas soterradas que 
indican la responsabilidad de éstos a partir del punto de 
entrega en la conservación y mantenimiento de las 
mismas. 

 Basó su opinión de que la tapa del registro es de la AEE, 
en un informe de investigación sometido por la Sra. 
Violeta Vázquez, investigadora de la AEE, de fecha 14 de 
octubre de 2011, en el cual por error, ésta indica que 
el registro pertenece a la Autoridad de Energía Eléctrica.  

Admite no haberse entrevistado con la señora Vázquez 
sobre ese particular ni con ningún otro empleado de la 
AEE. 

 Sobre el mencionado informe de investigación declaró la 
Sra. Violeta Vázquez que debió haber dicho “no 
pertenece” en lugar de “pertenece a la AEE”.  Manifestó 
que fue un error al momento de la transcripción.4  

 Afirmó el ingeniero Ruiz Pérez que por el registro donde 
tropezó el demandante pasan unas tomas soterradas 
privadas de los hoteles Regency y Condado Plaza.  Éstas 
tienen su punto de conexión con el “manhole”  al otro 
lado de la avenida Ashford. 

 El Reglamento Complementario al Código Eléctrico 
de Puerto Rico de mayo de 1997, en su Sección IV, 
Artículo D., Toma de Servicio Soterrada, incisos 2 y 

4, establece que el cliente o dueño suministra las 
tomas soterradas y es el responsable del 
mantenimiento de las tomas, excepto en aquellos 
casos en que la toma sea traspasada y aceptada por 
la Autoridad según está dispuesto en el referido 
Reglamento.5 

 A base de la preponderancia de la prueba presentada y 
la credibilidad que este Tribunal ha otorgado a la 
misma, determinamos que la AEE no es dueña ni tiene 
responsabilidad por las tomas soterradas que 
discurren desde el “manhole” 23 hasta el registro 
donde sufrió la caída el demandante [apelante].  El 
referido registro se encuentra instalado después del 
punto de entrega y ya se ha establecido definición y 
reglamentación que “[t]odas las líneas, subestaciones y 

otro equipo eléctrico instalado más allá del punto de 
entrega, con excepción del equipo de medición instalado 
por la Autoridad serán suministrados, instalados y 
conservados por el abonado”.  Del punto de entrega en 
adelante el abonado es el dueño y responsable de todo lo 
que allí haya incluyendo este registro.6 
 

Conforme a sus determinaciones de hechos, el foro de 

instancia indicó que como asunto de umbral correspondía analizar 

si existía un deber de cuidado de la AEE impuesto o reconocido por 

                                                 
4 Véase Transcripción de la Prueba Oral, pág. 577, líneas 6-17. (Énfasis 

nuestro.) 
5 Véase además, Contratos para Suministro de Energía Eléctrica Hotel Regency 

1965, 1967, 1971, 1985 que le impone total responsabilidad exclusiva de 
mantenimiento de dicha tapa al dueño del edificio o consumidor. 
6 Véase apéndice del recurso, págs. 464-482. (Énfasis nuestro.) 
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ley y si de haberlo, se había quebrantado.  En ese sentido, el TPI 

determinó que la AEE “no es propietaria de la facilidad en la que 

tuvo el accidente el demandante y tampoco tiene un deber de 

mantenimiento y conservación de la misma.”7  Así, declaró no ha 

lugar la demanda y la desestimó con perjuicio., imponiéndole al 

apelante el pago de las costas del litigio. 

Inconforme con el dictamen del foro de instancia, el señor 

Fusté Pérez acude ante nos y plantea el siguiente señalamiento de 

error:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar la demanda luego de determinar que la AEE no 
es titular de la plancha de metal donde ocurrió la caída 
sufrida por el demandante, a pesar de la prueba 
documental y pericial sometida por la parte demandante-
apelante y la impugnación de partes fundamentales del 
testimonio pericial presentado por la demanda.  

  

El 5 de mayo de 2015, la parte apelada presentó su alegato 

en oposición y de esta forma quedó perfeccionado el recurso.  Por 

lo que, luego de evaluar la posición de las partes y analizar 

detenidamente los documentos que surgen del expediente judicial 

nos encontramos en posición de resolver.  Veamos. 

-II- 

A. Doctrina general sobre daños y perjuicios. 

El artículo 1802 de nuestro Código Civil,8 en el cual se 

fundamenta la teoría general del derecho civil extracontractual, 

dispone que quien por acción u omisión cause daño a otro, 

interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño 

causado. Para que esta acción prospere, debe haber y demostrarse 

el daño sufrido, el acto culposo o negligente, así como el nexo 

causal entre el daño y la referida acción u omisión culposa o 

negligente de la parte contra quien se reclama.9  

                                                 
7 Véase apéndice del recurso, pág. 487. 
8 31 L.P.R.A. sec. 5141. 
9 Nieves Díaz v. González Massas, 178 D.P.R. 820 (2010); García v. E.L.A., 163 

D.P.R. 800 (2005); Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 D.P.R. 711, 720, 
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La culpa o negligencia estriba en la falta del debido cuidado, 

esto es, no anticipar ni prever las consecuencias racionales de un 

acto, o de la omisión de un acto, que una persona prudente habría 

de prever en tales circunstancias.10  El deber de previsión no se 

extiende a todo peligro imaginable, sino al peligro que una persona 

prudente y razonable anticiparía.11  Para determinar si el resultado 

es o no previsible, es preciso acudir a la figura del hombre 

prudente y razonable, también conocida como el buen padre de 

familia, que es aquella persona que actúa con el grado de cuidado, 

diligencia, vigilancia y precaución que exigen las circunstancias.12 

Así, le corresponde al demandante demostrar que el daño sufrido 

se debe a la negligencia imputada a la parte demandada.   

La relación de causalidad, o el nexo entre el daño sufrido y el 

acto negligente, no puede establecerse a base de una mera 

especulación o conjetura. Cuando la reclamación se base en una 

omisión, se exige un deber previo de actuar por parte del alegado 

causante del daño.13  Recordemos que sólo son indemnizables los 

daños que constituyen una consecuencia del hecho que obliga a la 

indemnización.14  Este deber de cuidado mayor al exigible a una 

persona cualquiera, se funda en las circunstancias de tiempo, 

personas y lugar, además de la naturaleza y exigencias de la 

obligación particular en la que se sitúan los involucrados.15    

B. Deferencia a la apreciación de la prueba y las 
determinaciones emitidas por los tribunales de 

instancia.   
 

                                                                                                                                     
724-725 (2000); Montalvo v. Cruz, 144 D.P.R. 748, 756 (1998); Toro Aponte v. 
E.L.A., 142 D.P.R. 464, 472-473 (1997).   
10 Montalvo v. Cruz, 144 D.P.R. 748 (1998). 
11 Hernández v. La Capital, 81 D.P.R. 1031 (1960). 
12 Nieves Díaz v. González Massas, supra.   
13 Ramírez Salcedo v. E.L.A., 140 D.P.R. 385 (1996). 
14 Jiménez v. Pelegrina Espinet, 112 D.P.R. 700 (1982). 
15 Ramírez Salcedo v. E.L.A.,  supra, pág. 394.  Véase además, Art. 1057 del 

Código Civil, 31 L.P.R.A. sec. 3021. 



 
 

 
KLAN201401736 

 

8 

La apreciación de la prueba realizada por el TPI debe ser 

objeto de deferencia por los tribunales apelativos.16 Como Regla 

general, no se intervendrá con la apreciación de la prueba, las 

determinaciones de hechos y las adjudicaciones de credibilidad 

que haga el foro de instancia.17 En consideración a lo anterior, los 

tribunales apelativos deben brindarle gran deferencia al juzgador 

de los hechos, pues éste se encuentra en mejor posición para 

evaluar la credibilidad de un testigo y los conflictos de prueba 

deben ser resueltos por el foro primario.18  Es el juez de instancia 

quien de ordinario está en mejor posición para aquilatar la prueba 

testifical desfilada, ya que fue él quien oyó y vio declarar a los 

testigos. Más aún, el juez sentenciador, ante quien deponen los 

testigos, es quien tiene la oportunidad de verlos y observar su 

manera de declarar, de poder apreciar sus gestos, titubeos, 

contradicciones, manerismos, dudas, vacilaciones y, por 

consiguiente, de ir formando gradualmente en su conciencia la 

convicción en cuanto a si dicen la verdad.19  

No obstante, aunque el arbitrio del juzgador de los hechos es 

respetable y merece deferencia, no es absoluto y una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a 

la función revisora de este Tribunal.20  Si un análisis integral de la 

prueba refleja que las conclusiones del tribunal a quo están en 

conflicto con el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la evidencia recibida, éste ha cometido un error 

manifiesto.21   

                                                 
16 Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 D.P.R. 894 (2011); McConnell v. 
Palau, 161 D.P.R. 734 (2004). 
17 Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 D.P.R. 31 (2009); Trinidad 
García v. Chade, 153 D.P.R. 280 (2001). 
18 S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 D.P.R. 345 (2009); Ramírez Ferrer v. 
Conagra Foods P.R., 175 D.P.R. 799 (2009). 
19 Argüello v. Argüello, 155 D.P.R. 62 (2001). Véase también, Figueroa v. Am. 
Railroad Co., 64 D.P.R. 335 (1994). 
20 Méndez de Rodríguez v. Morales Medina, 142 D.P.R. 26 (1996). 
21 Id. Véase también, S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Ramírez Ferrer 
v. Conagra Foods P.R., supra. 
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Por lo tanto, en vista de dicha función revisora este Tribunal 

-por vía de excepción- puede intervenir con la apreciación de la 

prueba que ha hecho el foro de instancia cuando existe error 

manifiesto, prejuicio, parcialidad o pasión por parte del juzgador 

de los hechos.22  En ese sentido, le corresponde a la parte que 

impugna el peso de probar que el dictamen fue arbitrario, 

irrazonable o que se tomó en ausencia de evidencia sustancial, 

todo lo cual implicaría error manifiesto.23  Es por ello que en casos 

donde existe conflicto entre las pruebas, corresponde precisamente 

al tribunal de instancia dirimirlo.24  

En consecuencia, la intervención de un foro apelativo con la 

evaluación de la prueba testifical o aquella dirimida durante el 

juicio, únicamente procede en casos en que un análisis integral de 

dicha prueba pueda causar en el ánimo del foro apelativo una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que estremezca el 

sentido básico de justicia.25  Los foros apelativos pueden dejar sin 

efecto las determinaciones de hechos realizadas por el foro de 

instancia, siempre que “del examen de la totalidad de la evidencia 

el Tribunal de revisión queda definitiva y firmemente convencido 

que un error ha sido cometido, como es el caso en que las 

conclusiones de hecho están en conflicto con el balance más 

racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la evidencia 

recibida”.26  El apelante tiene que señalar y demostrar la base para 

ello.  Además, la parte que cuestione una determinación de hecho 

realizada por el foro primario debe señalar el error manifiesto o 

                                                 
22 Rolón García v. Charlie Car Rental, Inc., 148 D.P.R. 420 (1999); López Vicil v. 
I.T.T. Intermedia, Inc., 142 D.P.R. 857 (1997); Pueblo v. Collado Justiniano, 140 

D.P.R. 107 (1996). 
23 Gallardo v. Petiton, 132 D.P.R. 39 (1992); Henríquez v. C.E.S., 120 D.P.R. 194 
(1987); Rivera Pérez v. Cruz Corchado, 119 D.P.R. 8 (1987); Quintana Tirado v. 
Longoria, 112 D.P.R. 276 (1982). 
24 López Vicil v. ITT Intermedia, Inc., supra. 
25 Pueblo v. Cabán Torres, 117 D.P.R. 645 (1986). 
26 Maryland Casualty Co. v. Quick Const. Corp., 90 D.P.R. 329, 336 (1964). 
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fundamentar la existencia de la alegada pasión, prejuicio o 

parcialidad.27   

-III- 

Al evaluar el señalamiento de error de la parte apelante, 

vemos que gira en torno a cómo el foro de instancia aquilató y 

evaluó la evidencia y la prueba que le fue presentada.  En especial, 

la prueba pericial que le fue sometida por las partes.  Si bien es 

cierto que al evaluar la prueba pericial, el foro apelativo está en 

igual posición que el foro de instancia, esto no significa que 

debamos hacer a un lado las determinaciones de hecho realizadas 

por el TPI.  Más aún, ante la deferencia que éstas nos merecen. 

En este caso, la parte apelante descansó en un informe que 

preparó la Sra. Violeta Vázquez Báez, del cual surge que la tapa en 

acero -eje de la controversia- pertenece a la AEE.  Sin embargo, 

surge del testimonio de la Sra. Vázquez Báez que la aseveración 

que señalaba que dicha instalación pertenecía a la AEE, fue un 

error clerical y que en su lugar debió señalar que no pertenece a 

dicha entidad.  Dicha información fue corroborada por el Ing. Ruiz 

Pérez y el Sr. Catinchi Laborda, quienes acudieron al lugar de los 

hechos e inspeccionaron el registro y tapa de metal en 

controversia.  Nada hay en el expediente de este juicio que nos 

mueva a pensar lo contrario.28 

Al evaluar en conjunto los testimonios de ambos 

funcionarios, los Contratos para Suministro de Energía Eléctrica y 

disposiciones del Reglamento Complementario al Código Eléctrico 

de Puerto Rico de mayo de 1997, es razonable concluir que la tapa 

de metal donde ocurrió el lamentable accidente, no le pertenece a 

la AEE y tampoco tenía deber alguno de darle mantenimiento, ya 

que ello era responsabilidad exclusiva de los dueños hoteleros de 
                                                 
27 S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Lluch v. España Service Sta., 117 

D.P.R. 729 (1986).  
28 Advertimos que este Foro Apelativo solo puede considerar evidencia que se 

haya presentado ante el TPI bajo el caso de epígrafe. 
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las tomas soterradas. En consecuencia, la AEE no responde por los 

daños que sufrió el apelante.  De manera que, al no presentarse 

indicios de prejuicio, parcialidad o error manifiesto, y por ser la 

determinación del TPI una razonable a la luz de la normativa 

discutida, determinamos que no se cometió el error señalado.   

-IV- 

En estas circunstancias y, por los fundamentos que 

anteceden, se confirma la Sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


